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Se decide sobre la admisibilidad del recurso de apelación que interpuso el señor Javier Elías Arias Idárraga, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 29 de marzo pasado, en la acción popular que promovió el impugnante contra la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP. 

ANTECEDENTES

Agotadas las etapas probatoria y de alegatos, mediante providencia del 29 de marzo de este año, la jueza de conocimiento declaró probada la excepción de falta de jurisdicción propuesta por la accionada y ordenó remitir el proceso a la oficina de reparto, para que fuera asignado el conocimiento del asunto a los Juzgados Administrativos de la ciudad. 

Como sustento de esa determinación afirmó en breve síntesis, que como la accionada presta un servicio público y por ende una función administrativa “el asunto en estudio es de competencia de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, de acuerdo al numeral 10 del artículo 155 de la Ley 1437 de 2011…”.

Inconforme con esa decisión, el actor popular interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación. 
CONSIDERACIONES 

Como lo enseña la doctrina, el recurso de apelación se encuentra en estrecha vinculación con la garantía general del principio de las dos instancias y se reconoce a quien en el proceso obtiene decisión desfavorable a sus intereses, con el fin de que el juez de grado superior revise y corrija los errores jurídicos del procedimiento o de la sentencia en que hubiere podido incurrir el juez que conoce del asunto en primera instancia.
La procedencia de ese recurso la establece el legislador, que la determina  de acuerdo con la naturaleza del proceso, de la respectiva providencia y del agravio inferido a la respectiva parte.
Concretamente los artículos 321 y 322 del Código General del Proceso, se ocupan de regular las formalidades indispensables para admitirlo:

a) Que la providencia materia de impugnación sea susceptible de apelación.

b) Que el apelante tenga legitimación para recurrir.

c) Que el apelante tenga interés jurídico que justifique  el recurso.

d) Que el recurso se interponga en tiempo y con las formalidades que la ley establece.

En el caso concreto no se satisface el primero como pasa a explicarse.

La Corte Constitucional, en sentencias C-662 de 2004 y C-807 de 2009, enseñó que a la falta de competencia y a la falta de jurisdicción se les debe otorgar el mismo tratamiento porque confluyen en una consecuencia similar: que remitido el expediente, quien lo reciba, ya por competencia, ora por jurisdicción, puede promover el conflicto pertinente, esto es, de competencia en el primer caso, o de jurisdicción en el segundo, si cree que tampoco radica en él el conocimiento del asunto, para que sean resueltos, según corresponda, o bien por el superior funcional común, como regla general, o bien por el Consejo Superior de la Judicatura, encargado de dirimir los últimos. 

El artículo 139 del Código General del Proceso prevé: “Siempre que el juez declare su incompetencia para conocer de un proceso ordenará remitirlo al que estime competente. Cuando el Juez que reciba el expediente se declare a su vez incompetente solicitará que el conflicto se decida por el funcionario judicial que sea superior funcional común a ambos, al que enviará la actuación. Estas decisiones no admiten recurso.” (resaltado fuera del texto).  La razón es obvia, de admitirse la alzada se podrían propiciar múltiples decisiones, innecesarias, sobre un mismo aspecto.

Ese mismo raciocinio y siguiendo las sentencias atrás citadas, permite concluir que no resulta atinado que se diga que solo es inapelable el auto que declara la falta de competencia, porque, se reitera, la Corte Constitucional quiso que competencia y jurisdicción se miraran procesalmente con el mismo racero y nada justifica que la declaración del juez acerca de que carece de la primera no sea susceptible de alzada, y en cambio sí lo sea el auto que provea sobre la falta de la segunda.

La Ley 1564 de 2012 “Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones” en diversos artículos establece de manera expresa que declarada la falta de jurisdicción se deberá remitir el expediente a la jurisdicción competente. 

El artículo 90 de esa obra dice en su inciso 2º que el Juez rechazará la demanda cuando carezca de jurisdicción o de competencia o cuando esté vencido el término de caducidad para instaurarla y que en los primeros dos casos ordenará enviarla con sus anexos al que considere competente. 

Y en el inciso 3º del numeral 2º del artículo 101 ordena que si prospera la excepción de falta de jurisdicción o de competencia, se ordenará remitir el expediente al juez que corresponda y lo actuado conservará su validez.

Surge de lo anterior que la actuación inmediata a seguir luego de declarada la falta de jurisdicción, es la remisión del expediente a quien se considere el competente y que contra esa decisión no procede recurso alguno porque se estaría atribuyendo a un juez de segunda instancia una competencia que no tiene, cual es la de definir la jurisdicción competente para el conocimiento de un determinado asunto, la que por mandato legal le corresponde al Consejo Superior de la Judicatura.   

De esa manera las cosas, aunque el recurso fue interpuesto dentro del término legal, por persona legitimada para recurrir y con interés jurídico, se trata de una decisión inapelable.

En consecuencia, ante la ausencia del primero de los presupuestos atrás citados para la viabilidad  del recurso, este resulta inadmisible y así se declarará.

Aunque el juzgado de primera sede dejó de pronunciarse sobre el recurso de reposición interpuesto contra la sentencia proferida, ninguna decisión se adoptará al respecto, porque de acuerdo con el artículo 318 del Código General del Proceso, ese medio de impugnación solo procede frente a autos.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, en Sala Unitaria Civil Familia, 

R E S U E L V E 

1.- Declarar inadmisible el recurso de apelación que interpuso el señor Javier Elías Arias Idárraga, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 29 de marzo de 2016, en la acción popular que promovió el impugnante contra la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP.
2.- En firme este auto, remítase la actuación al Juzgado de origen.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





LA PROVIDENCIA ANTERIOR 
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